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LA INCIDENCIA DE LA ANULACIÓN DE LOS
PLANES URBANÍSTICOS EN LOS CONTRATOS

PRIVADOS SOBRE DERECHOS
EDIFICATORIOS
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Segunda de la Audiencia Provincial de Cádiz, recurso

núm. 145/2024)

Eduardo Caruz Arcos

Gonzalo Sola Rodríguez

Cuatrecasas





RESUMEN

Este trabajo analiza los efectos de la anulación de los planes urbanísticos
respecto de los contratos de naturaleza privada que tienen por objeto dere-
chos edificatorios reconocidos por aquellos. En particular, se examina, tanto
desde un punto de vista procesal (jurisdicción competente), como material
(requisitos sustantivos), la viabilidad del ejercicio de una acción civil de
saneamiento por evicción como consecuencia de la anulación de un plan
urbanístico y la consecuente extinción de los derechos edificatorios permu-
tados por un Ayuntamiento con un particular en ejecución de un convenio
urbanístico.
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ABSTRACT

This article analyzes the effects of the annulment of urban planning on
private contracts that involve building rights recognized by those plannings.
In particular, it examines, both from a procedural standpoint (competent
jurisdiction) and a substantive standpoint (substantive requirements), the via-
bility of exercising a civil action for eviction as a consequence of the annul-
ment of an urban planning and the consequent extinction of the building
rights exchanged by a City Council with a particular in execution of an urban
planning agreement.
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I.

1.

HECHOS

Antecedentes del procedimiento judicial

En 5 de abril de 2011, una Corporación local suscribió con un propietario
un convenio urbanístico de planeamiento en virtud del cual éste cedía al
Ayuntamiento unos terrenos a cambio de unos aprovechamientos urbanísti-
cos de titularidad municipal contemplados en el Plan General e inscritos a
favor del Ente local en el Registro de la Propiedad.

La finalidad esencial del convenio era preparar y justificar la operación
de permuta de los terrenos por unidades de aprovechamiento de titularidad
municipal.

En la misma fecha (5 de abril de 2011) y en ejecución del convenio urba-
nístico anteriormente referido, el Ayuntamiento y el propietario formalizaron
la escritura pública de permuta de los terrenos por las fincas especiales de
aprovechamiento.

Como se hizo constar en la escritura de permuta, los aprovechamientos
urbanísticos transmitidos estaban valorados por los servicios técnicos muni-
cipales en 9.751.678 euros. En cambio, los terrenos del particular se valora-
ron en 10.465.553 euros. El propietario renunció de forma expresa a la dife-
rencia de valor entre los bienes permutados, que ascendía a 713.875 euros.

El 31 de mayo y el 1 de junio de 2011, la Sección Quinta de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo dictó dos sentencias
(recursos de casación núm. 1.221/2009 y 1.854/2009) en las que declaró,
con carácter firme, la nulidad del Plan General, y confirmó los pronuncia-
mientos estimatorios previos de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede de Sevilla, de 13 de enero
y 10 de febrero de 2009 (procedimientos ordinarios núm. 516, 534 y 576 de
2007).
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2.

La anulación del Plan General supuso la extinción o pérdida de las fincas
especiales de aprovechamiento entregadas al propietario con la formaliza-
ción de la escritura de permuta.

En resumen, tras la anulación judicial del Plan General, el Ayuntamiento
era propietario, por título de permuta, de unos terrenos por los que efectiva-
mente no había abonado compensación alguna, pues los aprovechamientos
urbanísticos entregados al propietario devinieron nulos y, por tanto, eran
inexistentes.

En 1 de diciembre de 2015, el propietario formuló una reclamación previa
a la vía judicial civil en aplicación de los artículos 120 y ss. de la derogada
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en la que soli-
citó que se le reconociese el derecho a percibir las siguientes cantidades: (i)
el valor de los aprovechamientos urbanísticos que el Ayuntamiento le trans-
mitió (9.751.678 euros); (ii) el interés legal del dinero devengado por esa
suma desde la intimación al Consistorio hasta su completo abono, y (iii) la
diferencia de valor entre los bienes que fueron objeto de la escritura de per-
muta (713.875 euros).

El Ayuntamiento no se pronunció sobre la reclamación previa que, con-
forme a la normativa administrativa aplicable, podía entenderse tácitamente
desestimada, dejando expedita la vía judicial civil.

En 2016, con posterioridad a la formulación de la reclamación previa, se
aprobó definitivamente un nuevo Plan General en el que se reconocieron
nuevos aprovechamientos urbanísticos a favor del Ayuntamiento que este
podría emplear para compensar al propietario de los terrenos objeto de la
permuta.

Por último, en 2021, la Sala Tercera del Tribunal Supremo confirmó la
anulación del Plan General aprobado definitivamente en 2016 (Sentencia
núm. 1.084/2021, de 22 de julio).

Tramitación del procedimiento en primera instancia. La competencia
para resolver las acciones relacionadas con el cumplimiento de la
escritura de permuta corresponde a la jurisdiccional civil

El propietario de los terrenos interpuso demanda de procedimiento ordi-
nario contra el Ayuntamiento ante el Juzgado de Primera Instancia e Instruc-
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ción de Chiclana de la Frontera (Cádiz), en la que formuló las siguientes
pretensiones:

(i) Que se declarase la obligación del Ayuntamiento de compensarle
por el quebranto derivado de la privación de los aprovechamientos urba-
nísticos adquiridos con el otorgamiento de la escritura de permuta.

(ii) Que se condenase al Ayuntamiento a que respondiera por evicción
de la pérdida de los aprovechamientos urbanísticos, o, subsidiariamente,
a que diera cumplimiento por equivalencia a las obligaciones contenidas
en la escritura de permuta, abonando en cualquiera de los dos casos
9.751.678 euros.

(iii) Que se declarase la nulidad de pleno derecho de la renuncia a la
diferencia de valor entre los bienes y derechos permutados, y se conde-
nase al Ayuntamiento al abono de 713.875 euros por este concepto.

(iv) Que se condenase al Ayuntamiento a abonar los intereses de
demora de las cantidades reclamadas devengados desde la fecha de la
presentación de la reclamación previa a la vía judicial civil (1 de diciem-
bre de 2015).

El Ayuntamiento demandado formuló excepción de falta de jurisdicción
al considerar que el enjuiciamiento de la controversia correspondía al orden
contencioso-administrativo.

El Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 1 de Chiclana de la
Frontera estimó la excepción de falta de jurisdicción mediante Auto de 14
de enero de 2021.

El Auto núm. 139/2021, de 7 de julio, de la Audiencia Provincial de
Cádiz, Sección Segunda, estimó el recurso de apelación formulado por el
propietario contra el Auto de 14 de enero de 2021, revocó la inadmisión de
la demanda y declaró la competencia del orden jurisdiccional civil para
conocer de las acciones ejercitadas en relación con la permuta.

La Sentencia del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 1 de
Chiclana de la Frontera de 12 de septiembre de 2023 (procedimiento ordi-
nario núm. 910/2017) estimó parcialmente la demanda formulada por el
propietario y declaró que el Ayuntamiento tenía la obligación de compen-
sarle «por el quebranto derivado de la pérdida de los aprovechamientos
urbanísticos transmitidos en virtud de la escritura de permuta de 5 de abril
de 2011», condenando a la Corporación local a abonarle 9.751.678 euros,
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más los intereses de demora calculados desde la fecha de la formulación de
la reclamación previa (1 de diciembre de 2015).

Por otro lado, la Sentencia de 12 de septiembre de 2023 desestimó la
pretensión de la parte actora relacionada con la nulidad de la renuncia al
mayor valor del bien objeto de la permuta por importe de 713.875 euros.

Las dos partes formularon recurso de apelación contra la Sentencia de 12
de septiembre de 2023 impugnado los pronunciamientos que respectiva-
mente les fueron desfavorables.

En síntesis, el recurso de apelación formulado por el Ayuntamiento pre-
tendía la revocación de los pronunciamientos estimatorios de la sentencia de
instancia, al considerar que se había producido una «carencia sobrevenida
de objeto por satisfacción extraprocesal de la pretensión» de los demandan-
tes; no se había realizado una valoración adecuada de la prueba documental
aportada por la Corporación en la primera instancia; el Juzgado había apli-
cado de forma errónea la normativa civil reguladora de la evicción de la
permuta, y, finalmente, que no procedía el devengo de los intereses.

Por su parte, el propietario impugnó la desestimación de su pretensión
relacionada con la declaración de nulidad de la renuncia al mayor precio
del bien entregado por este (los terrenos) por importe de 713.875 euros, al
entender que la normativa reguladora de la transmisión de los bienes patri-
moniales de las corporaciones locales (norma imperativa y no disponible)
obligaba al Ayuntamiento a abonar en metálico la diferencia de valor de los
bienes permutados.

PRONUNCIAMIENTOS DESESTIMATORIOS DE LA SENTENCIA

La Sentencia núm. 387/2024, de 26 de julio, de la Sección Segunda de
la Audiencia Provincial de Cádiz (rollo de apelación núm. 145/2024,
ponente D.ª Concepción Carranza Herrera) desestimó los recursos de ape-
lación interpuestos contra la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia e
Instrucción núm. 1 de Chiclana de la Frontera de 12 de septiembre de 2023
(en adelante, «la Sentencia»).

La Sentencia desestima los motivos de impugnación formulados por
ambas partes, confirma la competencia del orden jurisdiccional civil para
conocer de los efectos del contrato privado de permuta y ratifica —en su
totalidad— los pronunciamientos de la sentencia de primera instancia.
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(1)  Las opiniones expresadas en el presente documento son exclusivamente personales de los
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RESUMEN

Este artículo examina una sentencia dictada por el Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo núm. 20 de Madrid, confirmada posteriormente por el
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que impuso a la propiedad de un
terreno en la Comunidad de Madrid una sanción pecuniaria superior a los
200.000 euros y la obligación de ejecutar un plan de reforestación como
consecuencia de la tala ilegal de árboles en la parcela.

Particular interés ofrece el análisis de las herramientas disponibles para
las partes interesadas a fin de promover la ejecución de sentencias firmes
dictadas por los tribunales contencioso-administrativos. En este caso especí-
fico, un enfoque original y diferente al cauce ordinario de ejecución de sen-
tencias fue lo que permitió dotar de efectividad a la resolución adoptada.
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ABSTRACT

This article examines the final judgment issued by the Administrative
Court, later confirmed by the High Court of Justice of Madrid, which imposed
a fine exceeding €200,000 on the owner of a plot of land in the Autonomous
Community of Madrid and required them to carry out a reforestation plan due
to the illegal felling of trees on the property.

The article addresses the tools available to interested parties to promote
the enforcement of final judgments issued by Administrative Courts. In this
specific case, an original approach was used, different from the usual proce-
dure for the enforcement of judgments, which allowed for the effective imple-
mentation of the court’s decision.
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I.

1.

HECHOS

La denuncia ante el Ayuntamiento

Con fecha 1 de agosto de 2018, un tercero interesado presentó una
denuncia ante el Excmo. Ayuntamiento de un municipio de la Comunidad
Autónoma de Madrid informando sobre la realización de determinadas obras
en la parcela colindante a su propiedad. Las obras denunciadas consistían,
entre otras, en la retirada de la mayor parte del arbolado existente en la par-
cela, así como en la ejecución de trabajos de movimiento de tierras que alte-
raban significativamente los perfiles naturales de la parcela. En opinión del
denunciante, dichas obras no se adecuaban a lo dispuesto por la Ley 8/2005,
de 26 de diciembre, de Protección y Fomento del Arbolado Urbano de la
Comunidad de Madrid (la «LPFAU»), que establece restricciones claras res-
pecto a la tala y alteración del arbolado urbano protegido. En concreto, la
LPFAU prohíbe la tala de árboles situados en suelo urbano con más de diez
años de antigüedad o con un diámetro superior a veinte centímetros al nivel
del suelo.

Para acreditar este extremo, junto a la denuncia, el tercero interesado
presentó un estudio detallado que incluía fotografías aéreas disponibles
desde 1946, que demostraban que la cubierta vegetal de la parcela se había
mantenido sin alteraciones significativas hasta el inicio de las obras,
momento en el que se había eliminado gran parte del arbolado de la parcela.
El estudio concluía que únicamente alrededor del 40% de la superficie de la
parcela estaba cubierta por monte, cuando el Plan General de Ordenación
Urbana (el «PGOU») exige, como mínimo, que dicho porcentaje sea de un
80%.

Para que pudieran identificarse estos incumplimientos, en la denuncia se
solicitaba al Excmo. Ayuntamiento que realizase una visita de inspección
medioambiental para comprobar la conservación de las características de
monte, que la propiedad y la dirección facultativa afirmaban representaban
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el 80,35% de la parcela. En caso de comprobarse las irregularidades denun-
ciadas, se solicitó que se iniciase el correspondiente expediente de disciplina
medioambiental, se adoptasen las medidas de protección medioambiental
correspondientes y se incoase un procedimiento sancionador por el incum-
plimiento de la normativa medioambiental aplicable. Sin perjuicio de las
sanciones que pudieran imponerse, también se solicitó que los infractores
fueran obligados a reparar los daños y perjuicios ocasionados al arbolado,
así como a restablecer el estado en que se encontraba originariamente la
parcela.

La vía administrativa y la resolución del Pleno del Ayuntamiento

El 29 de enero de 2019, la Junta de Gobierno Local acordó el inicio del
procedimiento sancionador por presunta infracción de la LPFAU. En lo que
aquí interesa, se propuso imponer a la propiedad una multa superior a los
doscientos mil euros por la comisión de una infracción muy grave; concre-
tamente el ilícito recogido en el artículo 11.2.1.a) de la LPFAU, donde se
castiga «[l]a tala, derribo o eliminación de los árboles urbanos protegidos por
esta Ley sin la autorización preceptiva o incumpliendo las condiciones esen-
ciales establecidas en la misma»; acompañada de la orden de reposición del
arbolado indebidamente talado, atendiendo para su cuantificación a la edad
y especie de aquél. En concreto, a raíz de la tala no autorizada de 88 árboles
de diferentes edades, la Junta de Gobierno Local acordó que la propiedad
debía reponer (i) más de un millar de pinos piñoneros, de entre 2 y 2,5 metros
de altura; (ii) más de medio millar de encinas de calibre 14-16; (iii) más de
diez cerezos, de calibre 14-16; (iv) más de cien chopos, de calibre 14-16; y
(v) más de cincuenta olivos, de calibre 14-16.

La reposición del arbolado debía hacerse en el jardín de la propiedad. No
obstante, debido al gran número de árboles que había que reponer, se per-
mitió que la reposición se efectuase inicialmente en la parcela de la propie-
dad, reservando a disposición del Ayuntamiento el resto de los árboles, hasta
completar la restitución total, para su plantación en las zonas verdes que los
servicios municipales determinasen a tal fin.

Tras las alegaciones de la propiedad y del tercero interesado, el 19 de
julio de 2019, el Pleno del Ayuntamiento, en su sesión extraordinaria y
urgente, adoptó el acuerdo propuesto por la Junta de Gobierno Local, impo-
niendo a la propiedad una sanción superior a doscientos mil euros y orde-
nando que procediese de inmediato a la reposición del arbolado en cuestión
(el «Acuerdo del Pleno»).
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4.

Interpuesto por la propiedad el correspondiente recurso de reposición
contra el Acuerdo del Pleno, fue desestimado mediante resolución del Pleno
del Ayuntamiento (la «Resolución del Pleno»).

El recurso contencioso-administrativo

Agotada la vía administrativa, el 18 de noviembre de 2019, la propiedad
formuló recurso contencioso-administrativo contra el Acuerdo del Pleno y la
Resolución del Pleno. La propiedad planteó las siguientes infracciones:

(i) Vulneración del derecho de defensa. Durante la sustanciación del
procedimiento sancionador no se le habían proporcionado ciertos infor-
mes técnicos clave, lo que habría afectado gravemente su derecho de
defensa.

(ii) Falta de motivación. La resolución impugnada carecía de la debida
motivación, infringiendo los artículos 35, 88, 89 y 90 de la Ley del Pro-
cedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (la
«LPACAP»). El acto administrativo no explicaba adecuadamente las razo-
nes de la sanción, ni los fundamentos legales y fácticos que la justificaban.
En particular, argumentaba que no se valoró adecuadamente el riesgo
que suponía la posible caída del arbolado para la seguridad de las per-
sonas y los bienes.

(iii) Error en la tipificación de los hechos. Los hechos no fueron correc-
tamente tipificados, ya que no podían calificarse como una infracción
muy grave. Las circunstancias específicas del caso no justificaban la
imposición de una sanción de tal magnitud.

La postura de las partes codemandadas

El Ayuntamiento se opuso a las anteriores alegaciones, negando que exis-
tiera indefensión en el procedimiento, puesto que en todo momento se había
garantizado el derecho de la propiedad a presentar alegaciones y acceder a
la documentación pertinente. Asimismo, reiteró que la tala de árboles sin
autorización constituía una infracción muy grave, no justificada por ningún
tipo de riesgo, y que la propiedad actuó de forma dolosa.

Aunque en algunos informes técnicos se mencionara la posibilidad de un
riesgo de caída de los árboles, dicho riesgo no era suficiente para justificar
la tala sin autorización, dado que el técnico municipal había especificado
que la tala no era necesaria para mitigar un peligro inminente. De hecho, el
informe indicaba que el riesgo era mínimo porque la mayoría de los árboles
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1.

talados se encontraban a gran distancia de las zonas de circulación habitual
de los viandantes. La propiedad no solicitó la autorización correspondiente,
a pesar de que el plazo para concederla era relativamente corto, y dicha
omisión constituía sin lugar a dudas una decisión deliberada, no motivada
por un acto de emergencia, dado que el riesgo de caída, según acreditaban
los informes técnicos, era mínimo. El hecho de que la propiedad no solicitara
la autorización, a pesar de haberlo hecho para algunos de los árboles talados,
y que optara por proceder con la tala sin ella, debía interpretarse como una
conducta dolosa, orientada a eludir los requisitos legales de la normativa
sobre protección del arbolado.

El Ayuntamiento defendió la proporcionalidad de la sanción, dado el
número de árboles talados sin la correspondiente autorización, y respaldó la
medida de reposición del arbolado.

El 28 de enero de 2020, el Ayuntamiento notificó al tercero, en su con-
dición de interesado en el expediente administrativo, para que, según lo dis-
puesto en el art. 49.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la
Jurisdicción Contencioso Administrativa (la «LJCA»), pudiese comparecer y
personarse en el procedimiento. El 5 de febrero de 2020, el tercero interesado
se personó en el procedimiento como parte codemandada y solicitó que se
declarase ajustada a Derecho la resolución del Pleno del Ayuntamiento, por
la que se adoptaron las medidas sancionadoras y de reposición del arbolado.

El tercero interesado argumentó que la actuación del Ayuntamiento fue
correcta y conforme a Derecho, defendiendo que la sanción impuesta era
adecuada y proporcional. Asimismo, resaltó la falta de autorización admi-
nistrativa para las obras ejecutadas. También subrayó que el comportamiento
de la propiedad no fue un acto aislado ni involuntario, sino deliberado, con
conocimiento claro de que se incumplían las normativas ambientales. Ade-
más, el tercero interesado argumentó que la evidencia documental, como las
fotografías aéreas de la parcela, demostraba el impacto significativo de las
obras ilegales, y que la reposición del arbolado era una medida indispensable
para mitigar los daños causados.

RESOLUCIÓN JURÍDICA

La sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 20

El 26 de noviembre de 2021, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
núm. 20 de Madrid dictó sentencia desestimando el recurso contencioso-
administrativo interpuesto por la propiedad (la «Sentencia de Instancia»).
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El Juzgado concluyó que no existió vulneración del derecho de defensa,
ya que se había proporcionado al recurrente toda la información necesaria
durante el procedimiento, se le había dado acceso a toda la documentación
pertinente, obrante en el expediente, y se le había conferido el correspon-
diente trámite de audiencia para alegar y probar lo que estimase oportuno.
Asimismo, desestimó la alegación sobre la falta de motivación del acto admi-
nistrativo, concluyendo que la resolución contenía una exposición adecuada
de los hechos, la valoración de las pruebas y la calificación jurídica de la
infracción. En relación con el riesgo alegado para la seguridad de las personas
o los bienes, el Juzgado concluyó que no quedó acreditado un riesgo inmi-
nente de caída, especialmente teniendo en cuenta que el plazo de respuesta
para la autorización de la tala en solicitudes similares es de solo unos pocos
días. Esta valoración, además, se sustentó en el informe técnico que estable-
cía que no existía un peligro inminente y que las condiciones de la parcela
no justificaban la tala sin la correspondiente autorización.

En cuanto a la tipificación de los hechos, el Juzgado determinó que la tala
de árboles sin autorización cumplía con los requisitos de la infracción muy
grave según la LPFAU, y que la sanción impuesta era proporcional conside-
rando tanto el número como las características de los árboles talados. Tam-
bién rechazó la existencia de circunstancias modificativas de la responsabi-
lidad. En particular, subrayó que el comportamiento de la propiedad no evi-
denció una actuación en circunstancias de urgencia y que la tala fue una
decisión premeditada, reflejada en el hecho de que no se solicitó la autori-
zación correspondiente para la mayoría de los árboles talados, a pesar de
haberlo hecho para algunos de ellos. Este comportamiento solo podía inter-
pretarse como un intento deliberado de sortear el cumplimiento o aplicación
de la normativa autonómica sobre protección del arbolado.

Sobre la base de estas consideraciones, el Juzgado desestimó todas las
pretensiones de la recurrente y le impuso las costas, reafirmando que no hubo
vulneración de sus derechos durante el procedimiento y que la resolución
administrativa era plenamente ajustada a Derecho.

La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid

Frente a la Sentencia de Instancia, la propiedad interpuso recurso de ape-
lación. Tanto el Ayuntamiento como el tercero interesado formularon opo-
sición al recurso, y solicitaron su desestimación.
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